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SÍNTESIS
/
En el marco de la evaluación de la implementación de las disposiciones de la “Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer” – CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ, se elabora el presente Informe en base a los estudios y análisis efectuados por parte el Estado como de la sociedad civil. 

Se considera importante considerar lo que expone el Documento que se analiza en esta ocasión cuando informa que el país se encuentra en un proceso hacia la Asamblea Constituyente para contar con una Nueva Constitución Política de Estado que incorpore las necesidades ciudadanas y entre ellas las de las mujeres

Sobre los avances de la institucionalización y transversalización de la temática de género se encontraron avances en la legislación y políticas contra la violencia de género.

En los capítulos referidos al Acceso a la Justicia, Presupuesto nacional e Informaciones y Estadísticas aun existen varios ajustes que realizar para hablar de un avance significativo de los compromisos asumidos en la Convención.
I. LEGISLACIÓN. NORMATIVA VIGENTE. PLANES NACIONALES

Se analiza en este punto de normas jurídicas establecidas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. Las medidas de promulgación, modificación o derogación de leyes o reglamentos con el propósito de dar cumplimiento al compromiso asumido por el estado parte en el Capítulo III – Artículo VII de la Convención Belém do Pará:……..“ incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que serán necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso”.
A.
AVANCES

El Informe presenta logros significativos en lo que se refiere a la legislación sancionada para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer estableciendo normas legales, penales, civiles y administrativas. 

Las disposiciones legales como la Ley Nº 1599 de 18 de octubre de 1994, aprueba y ratifica la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará'”, la Ley de Reforma Educativa Nº 1585 del 12 de agosto de 1994, la Ley Nº 1674 de 15 de diciembre de 1995, la Ley Contra la Violencia en la Familia o Doméstica, (Ley Especial), en proceso de modificación. 

El Decreto Supremo Nº 24864 de 10 de octubre de 1997 (Decreto para la Igualdad de Oportunidades entre Hombres y Mujeres). El Decreto Supremo Nº. 25087 de 6 de julio 1998, que reglamenta la Ley 1674 y la Ley Nº. 2033 de 29 de octubre de 1999, de Protección a las Víctimas de Delitos contra la Libertad Sexual muestran los esfuerzos realizados dentro de la normativa aprobada después de la Convención.
Se puede considerar también una contribución la Ley Nº 1615 de 6 de febrero de 1995, Constitución Política del Estado y Ley de Necesidades de Reformas a la Constitución que propone agregar la prohibición de la violencia sexual y la violencia en la familia.

Las sanciones previstas en Ley N° 1674 Contra la Violencia en la Familia o Doméstica, impone la pena de multa a favor del Estado hasta un máximo del 20% del salario mínimo nacional (cancelada en el plazo de 3 días) y hasta 10 veces más de la suma, de acuerdo con la gravedad de los hechos y la capacidad económica del autor, así como la pena de privación de libertad por un plazo no mayor a cuatro días(en recintos policiales), que puede ser agravada hasta el doble del máximo previsto en casos especificados. 

Las sanciones del Código Penal y la Ley Nº 2033 de Protección a las Víctimas de Delitos Contra la Libertad Sexual constituyen un reconocimiento legal de carácter Institucional que contribuyen a garantizar la vigencia de los derechos de la mujeres a una vida libre de violencias

La legislación revisada establece penas para las diversas formas transnacionales de violencia contra la mujer, incluidas las migrantes, la trata de personas, especialmente mujeres, niñas y niños, y la prostitución forzada con sanciones previstas en el Art. 321 bis (tráfico de personas) de la Ley de Protección a las Víctimas de Delitos contra la Libertad Sexual establece privación de libertad según criterios de edad. Si se tiene como resultado la muerte como consecuencia del tráfico se impone la pena correspondiente al delito de homicidio, salvo que la conducta se subsuma en un delito mayor.
La normativa vigente contempla la reparación para las mujeres víctimas de violencia en el Nuevo Código de Procedimiento Penal, Ley Nº 1970 de 25 de marzo de 1999, que de manera general en el Art. 91 señala la responsabilidad civil que comprende la restitución de los bienes de la victima, la reparación del daño causado, la indemnización de todo perjuicio causado a la víctima, a su familia o a un tercero. Fija el monto prudencialmente con el Juez, en defecto de plena prueba. Además comprende siempre en la indemnización los gastos ocasionados a la víctima para su curación restablecimiento y recuperación.

El establecimiento de servicios públicos y programas de tratamiento para agresores de actos de violencia efectuados por las Organizaciones No Gubernamentales del país ce considera un avance aunque, como señala el documento analizado, los esfuerzos no son suficientes y propone “trabajar una política expresa para el tratamiento de agresores y perpetradores de actos de violencia”.

El Estado Boliviano estableció el Viceministerio de Asuntos de Género, Generacionales y en 1994 elaboró el primer Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia contra la Mujer, “que considera a la violencia como un problema estructural”. Propone “reformas legales, normas y procedimientos, los Servicios Legales Integrales, Comisarías especializadas, proyectos especiales en material de salud, educación e información”. “En el 2001 se aprueba el Plan Nacional para la Prevención y Erradicación de la Violencia en Razón de Género, según Decreto Supremo Nº 26350, el Plan refuerza la articulación intersectorial, la participación de la sociedad civil en busca de una sociedad sin violencia”.

El Plan Nacional de Políticas Públicas para el Ejercicio Pleno de los Derechos Ciudadanos de las Mujeres 2004 – 2007, plantea como una dimensión del Desarrollo “el derecho a que las mujeres vivan libres de violencia, favoreciendo a las mujeres bolivianas con mecanismos de prevención y servicios de calidad para la atención de la violencia intrafamiliar y violencia sexual en razón de género, en el marco de una normativa eficiente y eficaz”

Considera y propone potenciar y consolidar las acciones públicas en alianza estratégica con instituciones de los tres a poderes del Estado y con Organizaciones de la Sociedad Civil, incorpora a hombres y mujeres con el propósito de facilitar información en castellano e idiomas originarios, sobre sus derechos y obligaciones considerando también la cosmovisión de las diversas identidades étnica culturales existentes en ese país.

Los Planes Nacionales para la Equidad de Género diseñados por el órgano rector de las políticas de género, tienen a la capacitación en Género a funcionarios/as públicos, como estrategia básica a ser incorporada en las acciones previstas en los planes sectoriales como salud. El Ministerio de Educación incorpora en sus políticas de formación de nuevos/as docentes el enfoque de género. 

Se menciona en el Informe, y se considera un avance muy destacado porque adquiere importancia para el proceso de implementación, la participación de la ciudadanía en la formulación de los Planes como productos de la concertación entre los Poderes del Estado y la sociedad civil.

La responsabilidad de la aplicación del Plan Nacional para el Ejercicio Pleno de los Derechos de las Mujeres (2004 -2007 ) integra a todos los Ministerios del Estado con áreas de competencia, se incorporan también en la implementación, el Poder Legislativo y Poder Judicial a través de convenios y agendas concertadas.

El proceso de aplicación del Plan da cuenta de concertaciones de planes y programas con/entre los sectores de salud y educación, donde se ha capacitado a administradores de justicia y otros sectores, también se establecieron los servicios para la atención a victima de violencia. En este marco se definieron Normas, Protocolos y Procedimientos de Atención (Servicios Legales Integrales Municipales - SLIMs, policía, medicina forense). Se ha acordado el fortalecimiento de los SLIMs con los Gobiernos Municipales. El Plan implementado a nivel municipal se realiza a través de los Servicios Legales Integrales Municipales, Servicios policiales (Policía Técnica Judicial y Brigadas de Protección a la Familia), Centros de Salud, que brindan atención a víctimas de violencia Intrafamiliar y violencia sexual.

El valor agregado en el avance y que se verifica en el trabajo local es la articulación en Redes de Prevención y Atención a la Violencia o Redes de Lucha contra la Violencia, donde participan servicios públicos y organizaciones de la sociedad civil. Estas Redes en el proceso de desarrollo cumplen un rol de Control y Vigilancia lo que redunda en beneficio para fortalecer las acciones de los planes nacionales y el cumplimiento de los compromisos adquiridos por las autoridades municipales.

La Ley de Descentralización y la ley de Participación Popular Nº 1551, la Ley de municipalidades Nº 2028 permite articular las estrategias para el tratamiento de la violencia y se puede considerar una contribución para el avance de la implementación de los Planes de Equidad y contra la violencia, con la consideración especifica de adaptación a las necesidades de los departamentos y municipios. 

El trabajo que realizan los Comités de Género y Comisiones de Trabajo de Género, Generacionales de la Cámara de Diputados y Senadores, conjuntamente Poder Legislativo , Poder Ejecutivo y organizaciones de la sociedad civil definida en una “Agenda Legislativa” ha ido pasando por un proceso de información capacitación, fiscalización y seguimiento y control de los casos de violencia intrafamiliar o doméstica, inspeccionando la labor de policías , Jueces, Fiscales, médicos y corregidores comunales para lograr el compromiso de los y las parlamentarias/os. 

El avance de la implementación de esta Agenda posibilito además de la definición de un marco normativo, un escenario de participación de las mujeres del país donde se han recogido las demandas de las mujeres rurales y urbanas integrantes de organizaciones locales, regionales y nacional. Se avanzo en la presentación de las demandas legislativas sobre violencia contra la mujer y justicia social con equidad en el marco del respeto a las diversas culturas, promoviendo la aprobación de la Ley contra el Acoso Sexual.
Se ha realizado Seminarios internacionales sobre los Derechos Políticos de las Mujeres, donde se presentó el Anteproyecto de Ley contra el Acoso y Violencia Política en razón de género. Se Logro el compromiso firmado de los candidatos/as de los comisiones nacionales y municipales, audiencias con las parlamentarias y residencias de ambas Cámaras (Senadores y Diputados). También se han realizado seminarios sobre violencia sexual comercial, violencia intrafamiliar y sobre políticas preventivas. Ha sido promovido el intercambio de experiencia con expertas internaciones en materia de acoso y violencia política ejercida contra las mujeres.

Estas acciones promueven la distribución de la información que efectúa el Viceministerio de Asuntos de Género, Generacionales, a nivel provincial y local a través de la Unión de Mujeres Parlamentarias con el apoyo del Foro Político Nacional de Mujeres y otras organizaciones de la sociedad civil.

Otro avance significativo son las audiencias públicas referidas al proyecto de Ley de Derechos Sexuales y Reproductivos en los nueve departamentos del país. 

Cabe destacar el accionar del Comité Impulsor, conformado por diferentes instancias públicas, sociedad civil “con el propósito de difundir e incidir en las prácticas en las que se desarrolla la participación política de las mujeres con sesgos de violencia y discriminación” y tiene incidencia en la difusión para el anteproyecto de Ley contra el Acoso y la Violencia Política en Razón de Género a través de material impreso y audiovisuales y con eventos con invitadas/os internacionales.
B.
OBSTÁCULOS 

Se podrían señalar algunos obstáculos encontrados, la Ley 1674 en el Artículo 11 de la citada Ley, donde se mencionan como medidas alternativas a la ejecución de una sanción la Terapia Psicológica y/o Trabajos Comunitarios. 

En el primer caso, la terapia psicológica, se da por sentado con este tratamiento jurídico que la violencia se debe a una problemática del ámbito de la salud y no se reconoce entonces claramente que se debe a la discriminación de la mujer por razones de genero, no considera a la violencia un abuso de poder y diluye la culpabilidad. En el caso de la Terapia comunitaria permite una lectura de la sanción muy poco determinante hacia la violencia contra la mujer.
En el Artículo 20 de la mencionada Ley como medida provisional se plantea que el Juez podrá dictar medidas provisionales de asistencia familiar y tenencia de los hijos que corresponda. Estas medidas tendrán vigencia sólo hasta la conclusión del proceso. Y después que pasa con la victima? Cual es su protección una vez finalizado el proceso

En las Medidas Cautelares prohíbe y restringe temporalmente la presencia del denunciado en el hogar. Es sabido que estas medidas en la realidad no son suficientes y soportan un riesgo a veces para la vida de la victima.

Estas medidas bien podrían ser miradas desde un perspectiva del cumplimiento del articulo7, inciso b y d de la Convención de Belem do Para.

El informe analizado menciona que no existe una normativa jurídica que sancione la violencia sexual dentro del matrimonio. Esta falencia afecta de manera muy directa la vida de las mujeres como es sabido y merece una especial atención para avanzar hacia el cumplimiento de los compromisos de la Convención.

También se señala que no existen normas específicas referidas a la sanción de funcionarios públicos que no apliquen las leyes de la violencia aunque existan reglamentos específicos. Habiendo instancias de denuncia de incumplimiento se hace necesario conocer y evaluar las denuncias en los casos de omisión y trabajar en esa línea para avanzar en las normas a instituir.

Otro punto muy sensible para el avance y constituye un obstáculo, como lo reconoce el Informe, además frecuente en la región, es la ausencia de un registro único estatal y privado para contar con un sistema nacional de información sobre violencia de género, con la debida asignación presupuestaria adecuada y suficiente. 

Se menciona que en el Informe Bolivia Beijing +10 – 2005, elaborado por el Viceministeiro de la Mujer, se reconoce una debilidad en la aplicación de la Ley de Municipalidades respecto a la organización de los SLIMs, con relación a la Ley 1674, una insuficiencia en la aplicación de esta normativa considerando la necesidad de su revisión y reformulación de acuerdo a la situación actual, se hace necesario fortalecer las políticas preventivas tomando en cuenta contextos multiculturales y plurilingüe. 

Si bien no constituye un obstáculo en si mismo porque existen los instrumentos para la revisión y seguimiento de las acciones del Plan y se encuentra prevista su realización a través de los distintos instrumentos de seguimiento y monitoreo para retroalimentar el proceso de aplicación de la normativa para la Violencia Intrafamiliar y Violencia Sexual, no se puede ver con claridad los resultados del proceso de aplicación de la normativa vigente, lo que deja una insuficiencia de la información requerida para estimar la realidad de la implementación y también sus obstáculos. 
Esta situación se confirma cuando el Informe declara que “dentro del Estado, aún no se ha establecido el mecanismo, pero se ha previsto su implementación en la gestión 2006” cuando contesta sobre el mecanismo a nivel nacional para hacer el seguimiento a la implementación de la Convención de Belem do Para.

Se considera un obstáculo que podría ser superado con relativa facilidad, que en la Unión de Mujeres Parlamentarias, no esta visible al menos en el Informe, las especialistas en género estén ausentes aunque haya mujeres comprometidas con el tema, lo que sucede también en el Foro de Mujeres Políticas.
Se percibe en el Informe que la legislación no tiene el enfoque de género que requiere la legislación que acá nos ocupa, de modo a poder contar con las evaluaciones pertinentes y contrastar con los compromisos asumidos en la Convención de Belém do Pará.

II.
ACCESO A LA JUSTICIA

A.
AVANCES

Están habilitadas las Instituciones donde se reciben las denuncias de violencia contra la mujer. Se mencionan a la Policía Nacional (Brigada de Protección a la Familia - BPF), Servicios Legales Integrales Municipales - SLIM, Ministerio Público - donde se reciben denuncias con respecto a delitos de carácter penal como lesiones- y Juez Instructor en Materia Familiar. 

Todo el país a nivel municipal cuenta con 148 Servicios Legales Integrales Municipales; 229 Defensorías de la Niñez y Adolescencia, 24 Brigadas de Protección a la Familia que atiende las 24 horas, asimismo en los nueve departamentos se cuentan con Policía Técnica Judicial. 

Estos servicios cuentan con una estrategia e instrumentos para la prevención de la violencia intrafamiliar y violencia sexual, materiales de sensibilización y capacitación para autoridades comunitarias, hombres y mujeres de la comunidad; cartillas y mini programas radiales de apoyo en castellano, aymará , quechua y guaraní .

Están en vigencia las normas cuyos contenidos han sido validados y han sido legitimadas con el respaldo legal de Resoluciones Multiministeriales y de la Fiscalía General de la República.

Se han capacitado a los operadores de justicia para la aplicación de las normas legales.

La Ley 1674 contra la Violencia en Familia o Doméstica que sus Artículos 17, 18, descritas en los numerales 1), 2), 3), 4) y 5) hacen referencia a las medidas cautelares destinadas a garantizar la seguridad e integridad física o psicológica de la víctima. 
Existen oficinas de asesoría legal gratuitas dependientes de Municipios que son los Servicios Legales Integrales Municipales – SLIM, y otros de Organizaciones No Gubernamentales que brindan atención integral de protección a la mujer.

Los Servicios Legales Integrales Municipales tienen competencia para la orientación, patrocinio y seguimiento de las denuncias de violencia intrafamiliar, el asesor/a legal debe explicar la posibilidad de la víctima de optar por la jurisdicción de violencia intrafamiliar o la penal, pero en ningún caso puede plantear ambas acciones. 

Se cuenta con la “Sociedad Boliviana de Ciencias Forenses”, que congrega a profesionales de todas las áreas, encontrándose entre sus objetivos el abordar la problemática de la violencia y el maltrato en general. También en las capitales, existen Consultorios Jurídicos de bajo costo dependientes de las Universidades públicas y privadas, como Centros de Práctica; ya que son parte de la currícula de la formación profesional en Ciencias Jurídicas. En la Universidad pública se cuenta con grupos de egresados de las carreras de Psicología y Trabajo Social que apoyan el trabajo de los servicios Policiales y Servicios Legales Integrales Municipales – SLIM.

El informe refiere que existen Organizaciones No Gubernamentales que promueven el trabajo con hombres desde la masculinidad y su relación de la violencia con el poder; también aclara que los esfuerzos se remiten a eventos de reflexión y abordaje teórico en este tema, así como el intercambio de experiencia con otros países de la región.

También en el sector salud ha realizado una experiencia piloto de trabajo con prestadores de servicios de salud en procesos de capacitación incorporando el abordaje desde la masculinidad y la atención a casos de violencia en los servicios. Estas acciones consideradas avances porque inician procesos de implementación de estrategias desde diferentes enfoques deben ser evaluadas en el marco de un seguimiento que permita estimar el impacto de esas acciones.

Un avance importante consiste en las 22 Casas de Refugio distribuidas en los 9 departamentos del país, aunque en un alto porcentaje son organizadas por ONGs y la Iglesia Católica, también se puede informar que algunas de ellas reciben el apoyo de la Prefectura (Gobierno Departamental), a través de becas alimenticias y del nivel municipal espacios para la construcción de estos albergues. 

El Viceministerio de Asuntos de Género y Generacionales en coordinación con ONGs y las Casas, ha elaborado una metodología diferenciada de acuerdo al tiempo de permanencia de las mujeres que han sufrido violencia, en algunos casos la permanencia es transitoria trabajando para su recuperación personal de la autoestima, potenciando de esta manera sus capacidades de decisión.

Los Servicios Legales Integrales Municipales, promueven grupos de autoayuda de mujeres afectadas por la violencia, los mencionados grupos deben ser conformados y guiados por las propias mujeres de las comunidades. Otro logro que debe mencionarse son las Redes de Prevención y Atención de la Violencia que se constituyen en un sistema de apoyo para dar respuestas integrales a las victima de violencia.

Existen líneas telefónicas gratuitas de emergencia para asesorar a mujeres víctimas de violencia en algunas Brigadas de Protección a la Familia y algunos Servicios Legales Integrales Municipales.
B.
OBSTÁCULOS

Existen trámites normados para garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar y violencia sexual, normados en la Ley 1674 contra la Violencia en la Familia o Doméstica pero retardación en la aplicación de las normas jurídicas establecidas constituyen un obstáculo muy importante que no garantizan una justicia rápida y equitativa, respetando la no revictimización. Esto no contribuye ni estimula a la población afectada a proseguir o iniciar los trámites, con las graves secuelas que esto conlleva.

Las oficinas habilitadas son insuficientes para la cantidad de casos que deben ser atendidos, para la cobertura geográfica y para la magnitud de los índices de violencia registrados en cada localidad de las áreas rurales y urbanas, situación que permite en muchos casos la impunidad de los agresores y especialmente en los casos de violencia sexual.

Si bien existen las Brigadas de Protección a la familia- BPF, su accionar se enmarca en un Modelo de Prevención y Atención para la Violencia Intrafamiliar y la Violencia Sexual, dependiente de la Policía Nacional y creadas especialmente para el auxilio inmediato a víctimas de violencia en la familia, especialmente la protección a la mujer brindan servicios particularmente en las capitales de departamento, pero tienen escasa presencia en el Área rural, cuentan con protocolos de atención y un sistema de información enmarcado en el sistema general de la policía.  La falencia encontrada es que las policías que prestan atención no siempre utilizan idiomas originarios.
Los Servicios Legales Integrales Municipales (SLIMs), dependiente de los Gobiernos Municipales, son responsables de la organización y funcionamiento de los mismos. Estas son instituciones de prevención y prestadoras de servicios en el ámbito de la defensa de los derechos humanos de la familia y en particular de las mujeres; los mismos deben contar con profesionales abogados, psicólogos, trabajadoras sociales, según la Ley; aún no se logra que en todos los servicios se cuenten con estos recursos humanos. 

Según el Artículo 29 de la Ley 1674, en el plazo no mayor a 48 horas, sin  embargo todavía existe retardación entre la recepción de la denuncia y la adopción de medidas especiales de protección, debido a que el número de denuncias rebasan la capacidad de atención en cuanto al número de Brigadas de Protección de Familia , Fiscalías de Distrito y Médicos Forenses, ya que estos últimos según Ley son los únicos autorizados para la emisión de certificados forenses en casos de violencia sexual (violación).
El informe reconoce que la distribución geográfica de los refugios no es apropiada a la cantidad de denuncias de violencia recibidas.
El Estado no se cuenta con un programa de rehabilitación específico, el Modelo de Prevención y Atención desarrolla acciones con énfasis psicológico respecto a la rehabilitación de la mujer víctima de violencia y presenta un abordaje parcial de la temática. 

No existen programas sociales para la atención de las necesidades básicas de las mujeres víctimas de violencia.

Se cuenta actualmente con sistema básico de indicadores de género para medir el impacto de las políticas públicas para la prevención, atención y sanción de la violencia intrafamiliar pero no se implementa en la acción aun.

En el Código Penal, existe la figura del homicidio, asesinato, infanticidio, pero no la figura jurídica del feminicidio.

En una investigación sobre feminicidio los años 2003 y 2004, realizada por la Red Ada (ONG), según sus datos de 373 mujeres asesinadas, 353 casos han quedado en la impunidad, lo que evidencia que el feminicidio constituye un grave problema en el país.

Por otra parte, se ha planificado acompañar este proceso con campañas de sensibilización a la población en general que este es un problema que atañe a todos los ciudadanos del país, así como abogacía ante autoridades jerárquicas con poder de decisión que faciliten la aprobación de las reformas.

Los operadores de servicios, cuentan con preparación para abordar la prevención, atención y sanción de la violencia intrafamiliar y sexual, desde una perspectiva de género, estos procesos de formación se basa en materiales de capacitación específicos y según competencias. El problema existente es la inestabilidad funcionaría por lo cual es permanente la rotación del personal que brinda la atención en los servicios. 

Se han elaborado instrumentos de supervisión en cuanto a la calidad de atención de los servicios, estos serán articulados al sistema de monitoreo de la aplicación de las políticas públicas para la prevención y atención de la Violencia intrafamiliar. Estos instrumentos de supervisión aun no se aplican. 

Si bien existe la incorporación del enfoque de género en la currícula del Instituto de la Judicatura, que brinda la formación de jueces y postulantes a jueces, se necesita de mayor esfuerzos para que estas sean de carácter permanente y lleguen a todos los operadores de justicia de igual manera para el caso de otros actores e instancias que intervienen en el procesamiento de las denuncias.

Existe un sistema de apoyo diseñado para atender las necesidades inmediatas de las mujeres víctimas de violencia pero se da solo en los municipios con mayores recursos.

III.
PRESUPUESTO NACIONAL

A.
AVANCES

El Viceministerio de la Mujer del nivel central tiene presupuesto aprobado para la gestión en el Ministerio de Desarrollo Sostenible. 
Al respecto y como avance preliminar, se han hecho los esfuerzos para realizar estudios sobre presupuestos públicos sensibles al género.
La implementación del actual Plan Nacional de Políticas Públicas para el Ejercicio de Derechos de las Mujeres 2004 -2007, ha priorizado la estrategia de relacionamiento con Organizaciones No Gubernamentales, Grupos, Organizaciones de base Redes y otros movimientos lo que ha permitido retroalimentar la política y sobre todo avanzar en los compromisos y agendas formalizados en convenios.
B.
OBSTÁCULOS

El monto aprobado en el presupuesto es escaso y representa aproximadamente el 17 % del presupuesto aprobado para el Viceministerio de la Mujer para la gestión anual y además son fondos de financiamiento externo. 

El Informe precisa que no se cuenta con la desagregación específica de presupuestos del PIB, que permita reconocer los recursos destinados a la lucha contra la violencia de género ni a nivel del gobierno central, ni a nivel departamental y municipal, aunque existen partidas para el tema de género.

No se cuenta con una información desagregada que nos permita contar con datos específicos en cuanto a la inversión o gasto para el funcionamiento de las Brigadas de Protección a la Familia de dichos servicios especiales de atención a la violencia contra la mujer y la familia.

No se cuenta con el cálculo de la inversión en dólares destinada a líneas telefónicas de emergencia para obtener información por llamada.

No se puede calcular la inversión en dólares destinada a refugios con el objeto de obtener información del costo per cápita, la mayoría de las Casas de Refugio son de recursos privados y tampoco se cuenta con información del aporte de Prefectura y Municipio para el funcionamiento o el apoyo en infraestructura.
No se cuenta con información de la inversión anual en dólares destinada a los programas de rehabilitación de víctimas.
La inversión en dólares destinada a solventar la investigación y recopilación estadística respecto de la violencia contra la mujer tiene previsto un monto de 44.807,27 dólares americanos para investigaciones para la gestión 2004 -2007 del Viceministerio de la Mujer. Este monto es a todas luces muy restringido para lograr los avances comprometidos en el tema. 
No se dispone de información sobre las partidas en el presupuesto nacional y local destinadas a programas de capacitación enfocados a prevenir la violencia contra la mujer.
El informe dice que “El Ministerio de Educación realiza acciones de capacitación o sensibilización sobre la violencia en razón de género, asimismo realiza procesos de desarrollo docente que están vinculados a los temas transversales y especial para la equidad de género, que son las acciones que el Ministerio de Educación está desarrollando para difundir la temática; sin embargo, no se cuenta con información específica que detalle cuanto del presupuesto nacional está dirigido a la prevención de la violencia”. 

No hay partidas presupuestarias desagregadas en el presupuesto nacional destinadas a financiar programas de sensibilización sobre la violencia contra la mujer.

No se dispone de información sobre cuál es la inversión anual en dólares destinada a programas de sensibilización de niños /as, jóvenes y adulto.

IV.
INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS

A.
AVANCES

Existe recopilación estadística sobre denuncias de violencia contra la mujer. 

Se cuenta con información Número de casos registrados sobre violencia intrafamiliar por la Brigada de Protección a la Familia y Servicios Legales Integrales Municipales.

Ha ido incrementándose el número de denuncias, como consecuencia de contar con políticas y normativas implementadas desde 1995 que permiten que las mujeres rompan el silencio por sentirse protegidas.

Se cuenta con las Brigadas de Protección a la Familia dependiente de la Policía Nacional que cuentan con 466 personal policial en su mayoría mujeres.

Existen investigaciones que son realizadas tanto por Entidades del Estado, en base a los sistemas de información sectoriales (Salud, Policía) y también por Organizaciones No Gubernamentales que se dedican a brindar asistencia a mujeres víctimas de violencia. 
Se cuenta con información de llamadas atendidas del Servicio Legal Integral Municipal del Municipio de La Paz aunque no se pueda comparar las cifras o contrastar en tiempo y espacio.
Se cuenta con 22 Casas de Refugio a nivel de los 9 departamentos del país, el 73 % es de carácter privado y 27 % son de carácter público.
Se cuenta con una investigación años 2003-2004, sobre el Feminicidio en Bolivia que dimensiona el problema de la violencia hacia la mujer, según la RED – ADA, de los 373 casos denunciados, al menos el 40 % denunció una vez y el 70 % un promedio de tres veces. 

Según Datos de la investigación sobre femicidio realizada en Bolivia para los años 2003 y 2004: 18 casos de homicidio sentenciados, 2 casos de asesinato en proceso de sentencia y 353, la mayoría no han sido denunciados y otros casos están archivados. Para este Informe se considera un avance tener el conocimiento de estos datos sobre el feminicidio.

En el 2003 se incorpora el Módulo de violencia en la pareja, en la Encuesta nacional de Demografía y Salud (ENDSA). El Censo Nacional de Población y Vivienda (CNPV – 2001), aporta conocimientos sobre la mujer en diversos aspectos.
Para la realización de la Encuesta Nacional de Demografía y Salud, ENDSA 2003; se desarrollo un procesos de sensibilización y capacitación tanto para el personal que elaboraba la Encuesta, así como a los encuestadores de todo el país.

También se cuenta con una organización Articulación de Mujeres por la Equidad e Igualdad que hace el control social del tema, aunque es una instancia que debe fortalecerse.
B.
OBSTÁCULOS

Existen estadísticas referidas a las denuncias, no así de procesos y sentencias. 
No se cuenta con información sistematizada sobre cuántas detenciones se realizaron el último año en razón de la violencia contra la mujer.
No se cuenta con información sistematizada a nivel nacional sobre cuántos juicios se realizaron y cuántos se finalizaron con condenas en los tres últimos años en razón de la violencia contra la mujer.
No se tiene como variable casos de violencia ingresados a los hospitales. El Sistema Nacional de Información en Salud (SNIS) no cuenta con información. 

El último Censo Nacional de Población y Vivienda del año 2001 no incluyó preguntas relativas a la violencia basada en el género. 

No se tienen disponibles recopilación estadística sobre programas de capacitación para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer, existen datos sobre capacitaciones, sin embargo, no se cuenta con un sistema específico que recuente programas y talleres de capacitación.

No existen datos globales sobre el total de los maestros primarios, secundarios y profesores universitarios que recibe capacitación sobre violencia contra la mujer, aunque se ha logrado cubrir 16. 730 maestros del nivel primario en la capacitación en manejo de la violencia intrafamiliar en el ámbito de la Escuela, realizado por el órgano rector de las políticas de género. 

No existe un observatorio ciudadano sobre la violencia y tampoco se logra conocer el impacto de la violencia en la vida de las mujeres y el avance esperado como resultado de los Planes implementados.

V.
RECOMENDACIONES
/
1. Que el Vice Ministerio de Asuntos de Género y Generacionales, se encargue del monitoreo del cumplimiento de la leyes de protección hacia la mujer.

2. La incorporación del enfoque de género en la curricula es un avance, pero se debe insistir en su cumplimiento.

3. En la respuesta en cuanto al presupuesto específico para ser aplicado en programas de sensibilización sobre la violencia contra la mujer, está implícita la debilidad del sistema y por lo tanto se debe recomendar el cumplimiento de las normas aprobadas e incluir en el Presupuesto del Estado las partidas necesarias para realizar programas de sensibilización.

4. Recomendar al Estado a que deben crear refugios para las mujeres que necesitan salir de sus hogares, porque es un compromiso asumido y no estar supeditada solamente a la iniciativa de la sociedad civil y de la Iglesia Católica.

5. En cuanto a la feminización del analfabetismo es un problema no solo de Bolivia, sino de toda América Latina y es un tema que se debe tratar en conjunto con las demás representantes.

6. El problema de los registros en Bolivia, es también un problema de otros países de Latinoamérica, situación que debe llevar a una recomendación sobre la necesidad de llevar estadísticas de la situación de las mujeres que sufren de violencia, pues de lo contrario no se tienen resultados sobre el trabajo que realizan. Es notable como en los censos no se tienen en cuenta el componente de la violencia contra doméstica. 

7.
Formular estrategias para visibilizar la Violencia de Genero contra la mujer porque si se trabaja el tema como violencia Domestica o Intrafamiliar se esta sesgando e incluyendo a la violencia que sufren las otras personas que integran la familia, pero el enfoque del abordaje puede seguir una dirección que no es la que persigue la Convención.

8.
Incorporar el enfoque de género y el tema de la violencia en la legislación y en la Interpretación que deben tener en cuenta los administradores de justicia.

9.
Incorpora explícitamente el enfoque de género en las Políticas Publica, Planes nacionales y locales, los Promanas Institucionales y la vigencia en los servicios de atención directa de todo el sistema público y privado.

10.
Asignar el presupuesto necesario y acorde a la responsabilidad asumida como Estado parte en la Convención y dar cumplimiento del Acceso a la Justicia, en todos los puntos señalados como Obstáculos en este documento así como en el capitulo de Información y Estadistas que en el Informe revisado presenta falencias e insuficiencias para contribuir a un avance esperado.

11.
Impulsar el Proyecto de reforma para introducir en las próximas Reformas del Código Penal la tipificación del Feminicidio como figura jurídica.

12.
Se recomienda expresamente brindar atención en el idioma de la víctima de la violencia e promover la reformulación del Plan Nacional de Políticas Públicas para el Ejercicio Pleno de los derechos de las Mujeres 2004- 2007.

13.
Se recomienda que todos los médicos y medicas estén autorizados a expedir el certificado medico a las victimas de violencia en todas sus formas y especialmente en el abuso sexual y violación con el propósito de agilizar el tramite y facilitar a la victima la denuncia y la obtención de las pruebas que deben ser presentadas, evitando así su revictimización otra vez mas, lo que ocurre si se restringe o reconoce solo el diagnostico del medico especialista, forense.

14.
Se recomienda cumplir con la evaluación de la implementación del Plan de Acción para lo que deben existir los prerrequisitos que se recomiendan mas arriba en el ámbito de las investigaciones y estadísticas que posibiliten con veracidad los avances realizados.

OBSERVACIONES DE LA AUTORIDAD NACIONAL COMPETENTE (ANC)
Constituye un aspecto de preocupación del Estado boliviano y en especial del Viceministerio de Género y Asuntos Generacionales, que de la lectura de las observaciones realizadas al Análisis de la Respuesta del Estado Boliviano al “Cuestionario para la Evaluación de la Implementación de las Disposiciones de la Convención Interamericana Para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra La Mujer” –  Convención de Belém do Pará, se tengan algunos aspectos que están siendo encaminados por la actual gestión gubernamental, es así que realizamos las siguientes aclaraciones al referido documento del 2007:

I. LEGISLACIÓN. NORMATIVA VIGENTE, PLANES NACIONALES

A.
Avances

Con referencia a la falta de precisión en alguna normativa revisada, de acuerdo al Análisis, tener presente que en la normativa penal ha sido modificada al año 2006, modificación por la que se establece la ley de Trata y Trafico de Personas, Ley que toma en consideración a las mujeres como sujetos pasivos de los delitos contemplados a partir de esta Ley, por lo que es importante se tome en consideración como parte de las modificaciones que hacen a la lucha contra la violencia contra las mujeres.

Evidentemente otra de las modificaciones que se realizaron del Código Penal es lo que se vino a denominar Ley de Protección a las Víctimas contra la Libertad Sexual, Ley 2033, que modifica tanto los tipos penales, como prever las agravantes con mayor precisión,  además de ampliar el espectro de protección de las víctimas de este tipo de delitos, estableciendo las garantías para las mismas, posibilitando la vigencia del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia.

En cuanto al mencionado Art.91 del Código de Procedimiento Penal, Ley 1979 de 25 de mayo de 1999, lamentablemente se encuentra equivocado, pues el citado Art. Señala Comparecencia. ‘Cuando el rebelde comparezca o sea puesto a disposición de la autoridad que lo requiera, el proceso continuará su trámite dejándose sin efecto las órdenes dispuestas a efectos de su comparecencia y manteniendo las medidas cautelares de carácter real.

El imputado o su fiador pagará las costas de su rebeldía, si justifica que no concurrió debido a un grave y legítimo impedimento, la rebeldía será revocada y no habrá lugar a la ejecución de la fianza’.  Como se puede advertir nada tiene que ver con la reparación, pero si se encuentra contemplada la Reparación del Daño, en el Art. 382 de ese cuerpo legal ‘…, el querellante o el fiscal podrán solicitar al juez de sentencia que ordene la reparación del daño causado o la indemnización correspondiente’. Y agrega, ‘La víctima que no haya intervenido en el proceso podrá optar por esta vía, dentro de los tres meses de informada de la sentencia firme’, que sumada al derecho que otorga la Ley 2033 de ‘recibir tratamiento pos-traumático, psicológico y terapia sexual gratuito, para la recuperación de su salud física y mental en los hospitales estatales y centros médicos’, constituyen los mecanismos de efectivización de la reparación de las víctimas y si constituye un avance en esa perspectiva.

La Ley de Descentralización y la Ley de Participación Popular Nº 1551, Ley de Municipalidades Nº 2028, permite articular las estrategias para el tratamiento de la violencia, esto desde los niveles departamentales – prefecturas- y de las municipalidades – alcaldías - o nivel local, como instancias del Estado que están compelidas precisamente por las leyes mencionadas a la ejecución de políticas públicas, en ese sentido son parte ejecutora de los Planes de Equidad y contra la violencia, es así que los planes se proponen por niveles es decir el nivel estatal, el nivel departamental y el nivel local o municipal, a partir de estas leyes se ha posibilitado la implementación de políticas y planes a nivel nacional que también constituyen avances. 

B.
Obstáculos

En cuanto a las medidas alternativas a la sanción debemos señalar que la terapia psicológica, fue establecida en aquel entonces, para que el agresor asuma su conducta violenta y así pueda reconducir la misma en los casos puntuales que considere la autoridad y de hecho no debe ser tratada como una forma de mitigar o diluir la culpa y mucho menos de invisibilizar la discriminación y el abuso de poder. Los trabajos comunitarios de ser aplicados constituirían los mecanismos adecuados para la visibilización de esta forma de sanción, de responder a las necesidades de la comunidad, lamentablemente se encuentran limitados a las capacidades de los agresores.

En cuanto a la violencia sexual dentro del matrimonio, de ser el caso que el informe analizado señale ‘que no existe una normativa jurídica que sancione la violencia sexual dentro del matrimonio’, es menester aclarar que a partir de la Ley 1674, se ha visibilizado la violencia sexual como parte de las expresiones de violencia al interior de la familia y la violencia doméstica, teniendo los operadores de justicia la obligación de remitir ante las instancias de Policía Técnica Judicial los casos que sean denunciados por las víctimas de agresiones sexuales, para que reciban el tratamiento que el Código Penal establece. No será lo más adecuado pero existe la previsión legal de avanzar en el sentido de la erradicación de esta forma de violencia.

II. ACCESO A LA JUSTICIA

A. Avances

Además de los avances señalados para el acceso a la justicia de las mujeres, comentar que es de interés especial de la actual gestión que un mayor número de mujeres accedan a esas instancias y así encuentren justiciabilidad a sus problemas.

B. Obstáculos

En cuanto al feminicidio es necesario puntualizar que si bien en la norma no se visibiliza el asesinato de mujeres, sin embargo el Código Penal prevé en el Art. 252. (Asesinato). Será sancionado con la pena de presidio de treinta años, sin derecho a indulto el que matare: 1) A sus descendientes o cónyuge o conviviente, sabiendo que lo son. Normativa dentro la cual se encuentra contemplada la mujer cónyuge o conviviente o como efecto de la violencia doméstica, que son los casos más frecuentes de asesinato a mujeres en nuestro país. 

En cuanto a los otros obstáculos identificados se debe informar que se viene trabajando en la superación de los mismos y se tomará en consideración a partir de la actual administración del aparato estatal y del Viceministerio de Género y Asuntos Generacionales a partir de la implementación del nuevo plan quinquenal.

III. PRESUPUESTO NACIONAL 

A. Avances

Dentro de los avances mencionar que la época en que fue elaborado el informe, el mecanismo de la mujer se encontraba en el Ministerio de Desarrollo Sostenible, en la actualidad ha pasado a depender del Ministerio de Justicia, esto del análisis realizado por el actual gobierno de asignar un lugar preponderante a la situación de la mujer, que la problemática de las mujeres es también de justicia y el acceso a la justicia de tal manera que los esfuerzos se encuentran encaminados a revertir la situación de falta de justiciabilidad para las mujeres.

B. Obstáculos

Evidentemente se tiene la dificultad y debilidad en la asignación presupuestaría, que poco a poco se está tratando de revertir de tal manera que ya las instancias pertinentes asignen presupuesto a la atención de los requerimientos y problemas de las mujeres. También se están realizando esfuerzos para que el Estado para incrementar las partidas presupuestarias  asignadas a la atención de género.

En cuanto a las acciones desarrolladas por el Ministerio de Educación, manifestar que dentro de las políticas de transversalización de la perspectiva de género, se coordina con la mayor parte de los ministerios de tal manera que los presupuestos responden a las actividades de esas instancias gubernamentales. Si, efectivamente se tenía la debilidad de determinar el  monto de inversión realizado en el área, aspecto que gestión tras gestión se viene superando, tratando  de establecer de manera adecuada cual es el presupuesto asignado a partir del Tesoro General de la Nación a las mujeres y también tratando de determinar las partidas presupuestarias tanto de las prefecturas como de las alcaldías, sin pasar por alto el financiamiento externo.   

IV. INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS
A. Avances

En la gestión actual se está avanzando en el registro de problemas de las mujeres, se trata de un trabajo coordinado con el Instituto Nacional de Estadística que en trabajo coordinado con el Viceministerio, tiene considerables avances en los instrumentos y metodología de recolección de información. Estos esfuerzos son adelantos para lograr determinar de manera clara y precisa la situación de las mujeres.

Con referencia a las casas de refugio son responsabilidad de la instancia local o municipal por lo que se viene coordinando de tal manera que sean estas instancias las que asuman la responsabilidad por la implementación y asignación de la partida presupuestaria de estas casas de acogida a mujeres en situación de riesgo.

B. Obstáculos

Si bien se ve como un obstáculo la falta de estadísticas en algunos aspectos tocantes a los derechos de las mujeres y los problemas específicos, se viene realizando los esfuerzos para contar con estos datos y así desplegar acciones de manera más efectiva y alcanzar las metas establecidas en los planes y programas estatales.

RECOMENDACIONES

Siendo que las recomendaciones del 1 al 6 fueron formuladas por el propio gobierno boliviano, actualmente están siendo tomadas en el accionar del mecanismo. Las observaciones siguientes se tomarán en consideración y de hecho algunas constituyen parte de las aclaraciones realizadas en el presente documento.
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�.	A la entrega de este informe final la primera aclaración que debo hacer es que toda la evaluación que realicé  fue hecha en base a las respuestas enviada por la autoridad responsable del Gobierno anterior de Bolivia: En el encuentro de Buenos Aires, en julio de 2007, la experta Boliviana no estuvo de acuerdo con algunos puntos pero, también allí acordamos que ya no podíamos aceptar respuestas de la autoridad actual correspondiente, porque de este modo si así lo hiciéramos los otros países estarían en desventaja frente a Bolivia, como en mi caso.


�.	Se transcriben todas las recomendaciones realizadas por el Gobierno de Bolivia (del 1 al 6) en el Informe presentado y se agregan otras que resultan del análisis del Documento Informe.
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